Sorpresas nos da la vida, la vida nos da sorpresas...

Eduardo Ballón E.(
El nombramiento de Yehude Simon como Primer Ministro del Perú a partir del 10 de octubre pasado causó más de una sorpresa, no tanto por la iniciativa del presidente García cuanto por la decisión del líder lambayecano. En el caso del primero, es claro que su capacidad de desconcertar, especialmente a sus propios correligionarios, es parte de su manera de entender y hacer la política, prácticamente desde que irrumpió en ella como protagonista central hace ya varias décadas. Asediado por los petroaudios que empezaban a circular, afectado por una inflación que ya asomaba sus narices recordando un pasado que se esfuerza permanentemente en borrar, y crecientemente afligido por el incremento de la conflictividad social y de diversas protestas sociales que desnudaban las incapacidades del Estado y de los operadores políticos del gobierno, enfrentaba un escenario particularmente complicado ante la inminente reunión de APEC, sin duda la niña de sus ojos en los últimos meses.

Su reacción fue rápida y apuntó en la dirección correcta. Algunos cambios en su gabinete de ministros, sin afectar su núcleo central; la convocatoria a varias personas ajenas a su partido, algunas con una imagen favorable en la opinión pública, y Simon —un opositor razonable hasta entonces— como el renovado balón de oxígeno de un Ejecutivo que empezaba a ahogarse en un contexto difícil. De paso golpeaba, sin «querer queriendo», las eventuales aspiraciones de Del Castillo.

La audacia presidencial

No es que el Presidente tuviera muchas posibilidades, pero es innegable que nombrar a Simon suponía una dosis de audacia considerable. Aunque las relaciones entre ambos personajes no eran malas —recordemos que el chiclayano estuvo en el bolo para ser encargado de la descentralización al inicio de la gestión aprista—, es claro que resultaba un trago difícil de pasar tanto para el partido del Presidente cuanto para sus acompañantes más cercanos del empresariado y, obviamente, del fujimorismo.

A fin de cuentas, el nuevo Premier tiene una vieja historia que lo vincula a parte de los temibles «perros del hortelano». Fue candidato por Izquierda Unida a la alcaldía de Chiclayo en 1993 y diputado por Lambayeque entre 1985 y 1990 por el mismo frente electoral. Dirigió la revista Cambio a fines de la década de 1980 y en 1991 fundó el Movimiento Patria Libre. Ese año fue denunciado por la Dirección contra el Terrorismo de mantener vinculaciones con el MRTA y tiempo después, tras el autogolpe de 1992, fue apresado y condenado a veinte años de prisión por uno de los infames tribunales sin rostro, acusado de apología del terrorismo.

Indultado por el presidente Paniagua en el año 2000, obtuvo la presidencia regional de Lambayeque dos años más tarde. Fundador del Movimiento Humanista Peruano (después partido), tentó sin suerte la escena nacional en la fórmula de Concertación Descentralista a mediados del año 2006, para finalmente, ante el éxito de su primera gestión, ser reelecto como máxima autoridad regional al término de ese mismo año. Independientemente de su inocencia de los cargos que le levantaron, así como de la moderación y el pragmatismo que fue adquiriendo su discurso tras su encierro, resultaron evidentes las señales de incomodidad y desagrado que generó su nombramiento. La audacia presidencial, en vista de sus necesidades, terminó imponiéndolo en el cargo a pesar del pataleo, en especial del fujimorista.

Las razones de Simon y su propia audacia

¿Qué lleva al actual Premier a aceptar el encargo? Más allá de su compromiso con el país y de su honestidad, que no ponemos en duda, parece claro que en la decisión de Simon pesó su legítimo interés, que nunca ha escondido dicho sea a su favor, de ser candidato a la Presidencia de la República el año 2011. Como es obvio, proyectarse al Palacio de Pizarro desde una región resulta una tarea difícil. No basta con una carrera electoral relativamente exitosa, pero acotada, para perfilarse nacionalmente. El haber crecido en Lambayeque del 31% de los votos válidos al 39,6% entre los años 2002 y 2006 definitivamente no basta, máxime cuando su agrupación, en alianza con otras, en las elecciones nacionales del 2006 apenas obtuvo 91 784 votos para el Congreso (13 216 en Lambayeque) y 76 106 presidenciales.

Si bien el Primer Ministro tiene razón en valorar la utilidad del premierato para proyectar su figura nacionalmente, debe saber que los riesgos que asumió en octubre pasado en relación con su intención electoral también son grandes. En primer lugar, porque no encabeza un gabinete renovado ni propio y su acción va a estar restringida por los lineamientos ya impuestos en las principales políticas de gobierno. Seguramente, Simon ha sabido desde el primer momento que puede dar algunos golpes de timón pero que carece de capacidad para cambiar las principales rutas en los grandes temas de la agenda nacional. En realidad, los ministros nuevos son apenas seis de dieciséis, y no todos ellos en exacta sintonía con el Premier. En otras palabras, termina encabezando un gabinete reencauchado que no necesariamente cerrará filas a su alrededor, lo que le complica las cosas.

En segundo lugar, Simon carece de operadores propios en el Congreso. Los fujimoristas le muestran los dientes cotidianamente, mientras los distintos grupos que tuvieron su origen en Unidad Nacional no esconden su distancia y desconfianza. Por su lado, los nacionalistas «pagan por ver», haciéndolo dependiente de los parlamentarios oficialistas —descontentos por su desplazamiento del Ejecutivo—, lo que no es garantía de nada como ha podido observarse desde su nombramiento. Los encontronazos con el representante Mulder, por ejemplo, son demostración de su fragilidad en este frente que le es crucial.

Al carecer de una fuerza nacional, en tercer lugar, el Premier no cuenta con el mínimo de asesores propios que lo ayuden a tomar decisiones —de allí algunos de sus ostensibles errores iniciales, por ejemplo en el enfrentamiento entre el Ministro del Interior y el Jefe de la Policía Nacional o el anunciar que en dos meses saldrían algunos ministros—, pero tampoco dispone de una masa de funcionarios de primer nivel que respondan a sus orientaciones.
Tales límites, que probablemente eran reconocidos por el Premier incluso antes de aceptar el encargo, muestran su audacia porque remontarlos y aprovechar la exposición nacional que le permite su nueva condición, sin «quemarse» en el intento, no será fácil y entraña una serie de riesgos.

La gestión de Simon

Los primeros 45 días de la gestión del nuevo Premier tienen unas de cal y otras de arena. Si bien su gabinete desactivó el conflicto del sector Salud y abordó, aunque con dificultades, las paralizaciones de Sicuani y Tacna construyendo procesos de negociación, su afán por diferenciarse del rol «bomberil» de su antecesor lo llevó por instantes a declaraciones innecesariamente altisonantes, como parte de su búsqueda de una imagen que equilibre la voluntad de diálogo con el respeto a la autoridad del Estado. Más allá de ello, es de esperar que tras la reunión de APEC se dedique a construir en el premierato una real capacidad de prevención y atención de conflictos sociales, antes que de lenta respuesta a crisis ya desatadas, que pueden multiplicarse los próximos meses.

En el campo económico obtuvo un éxito relativo al lograr que el ministro de Economía retroceda en su pretensión de recortar el gasto público, en particular el vinculado a las regiones. El Premier, consciente de la importancia de la Asamblea de Gobiernos Regionales —hipotéticamente una de sus pocas bases de apoyo—, consiguió desactivar, aunque sea por unas semanas, más de un conflicto en ciernes entre los gobiernos subnacionales y el Ejecutivo en esta materia. De allí al desafío que tiene de reimpulsar el proceso de descentralización hay, sin embargo, un trecho largo y la necesidad, en distintos temas, de convencer al Congreso de la República.

Su presentación en el hemiciclo del 8 de noviembre no avanzó como para que la opinión pública se haga demasiadas expectativas sobre su gestión. Antes que presentar propuestas de acción inmediata y resultados rápidos, Simon se limitó a hacer gala de su buena voluntad y disposición. Más allá de hacer algunos anuncios en materia de corrupción, con los que nadie puede estar en desacuerdo —la formulación en 45 días de un Plan Nacional Anticorrupción consensuado en el Acuerdo Nacional, el impulso al Servicio Civil y el adelanto en la implementación del Código Procesal Penal—, fue muy poco lo que dijo acerca de los otros temas. Reiteró su apuesta por las posibilidades de desarrollo humano de un modelo económico cada vez más cuestionado por sus resultados en este rubro, así como su compromiso de garantizar el cumplimiento de lo ya normado sobre la descentralización del país. Es decir, poca audacia y originalidad en dos de los campos en los que en teoría debía tener libertades mayores.

La pregunta del millón

A esa falta de creatividad, sorprendente en quien se encontraba aún en «período de gracia», en las últimas semanas se añadieron algunas señales preocupantes. Además de repetir las gastadas y fallidas fórmulas de combate contra el narcotráfico, el Premier hizo suyo el término «narcoterrorista», desde el cual parece creer posible crear un esquema contrasubversivo distinto al que hemos asistido los últimos lustros. Su visita al VRAE lo comprometió con un plan de desarrollo y de operaciones que desconoce y que está dando frecuentes y dolorosas muestras de sus limitaciones.

Más preocupante aún fue su reacción frente a la voluntad aprista de amnistiar o indultar a un número significativo de policías y militares procesados por delitos contra los derechos humanos y alentada por el propio Alan García. Más recientemente, resulta desconcertante su firma en el proyecto de ley que el Ejecutivo presentó al Congreso días atrás estableciendo modificaciones al Código Civil y la Ley General de Sociedades.
 A través de este se pretende incluir nuevas causales para la disolución de organizaciones, fundaciones, comités y sociedades, añadiendo a las ya existentes —actos contra el orden público y las buenas costumbres— el atentar contra la soberanía nacional, la seguridad del Estado y el principio internacional de no intromisión en asuntos internos.

El proyecto, que coincide con la renovada vocación cazadora de ONG defensoras de los derechos amazónicos, medioambientales y de los derechos humanos en general que muestran varios congresistas de distintas tiendas políticas, se presenta en momentos en que las denominadas Casas Alba son responsabilizadas de todos los males que nos aquejan. Más allá de esa aparente intencionalidad de corto plazo, la introducción de los tres nuevos conceptos, tan gaseosos y ambiguos como los dos iniciales, viola la Constitución de 1993, la propia Declaración Universal de los Derechos Humanos y diversas convenciones internacionales suscritas por el país, al extremo que nunca antes en nuestra historia se ha pretendido afectar de forma tan grosera el derecho universal de asociación y de constitución de empresas y fundaciones.

Cabe preguntarse si las limitaciones de su asesoría y su falta de experiencia en la gestión nacional han hecho cometer nuevos errores a Simon o si, por el contrario, su pragmatismo lo ha hecho aceptar las limitaciones de su gestión como el alto precio a pagar en pos de un reconocimiento nacional que no llegará por esa vía. Queremos creer que se trata de lo primero. Si es así, podrá corregirse, aunque ello entrañaría un enfrentamiento con el propio Presidente. De darse, si lo gana, puede ganar el país y el gobierno, aunque este no lo crea; si lo pierde, quizá Simon salga ganando electoralmente.
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